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Dario Antonio Hernández Arenas vs Junta Nacional de Calificación de Invalidez y otras

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 
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Tema a tratar:    
DICTÁMENES DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ. ASUNTOS QUE DEBEN TENERSE EN CUENTA. PREEXISTENCIA DE LAS DOLENCIAS A CALIFICAR. Ahora, entrando a analizar los aspectos puntuales de la calificación, debe decirse que, al momento de evaluar cada caso, las Juntas se apoyan en el historial médico aportado por la AFP, por la EPS, por la ARL y por el mismo calificado, documentación esta que está compuesta por exámenes, atenciones médicas, resultados de pruebas de laboratorio, diagnósticos y demás servicios elementos médicos, que relatan, de manera contundente, los padecimientos del calificado. Esos padecimientos, como es apenas natural y obvio, deben ser preexistentes a la valoración que hagan las entidades encargadas, pues sería absurdo pedirle que haga una calificación partiendo de supuestos, posibles involuciones, enfermedades nuevas y demás, dado que son aspectos futuros e inciertos. La valoración –pues- se debe hacer sobre situaciones médicas concretadas, esto es, debidamente diagnosticadas por los profesionales de la medicina. Ataque contra los aspectos que componen el dictamen. Especialidad de la prueba sobre los valores fijados a cada ítem. Y ya verificando cada uno de los ítems que compone la calificación que hacen las Juntas, esto es, los aspectos que se tienen en cuenta como discapacidad, descripción de minusvalía y descripción de deficiencias y sus respectivos sub-items, es indispensable que cuando se atacan pidiendo su fijación en valores mayores, se acredite tal situación con apoyo en prueba científica, que permita verificar sin ambages, que efectivamente el valor de ese ítem debió ser mayor al impuesto por la entidad, pues no vale solo con la enfilar el ataque a dichos ítems, alegando que se debió fijar un valor más alto –basado en suposiciones imperitas-, sino que se debe tener una prueba suficiente que así lo determine. Esta exigencia puntual se hace, dado que este campo es ajeno al derecho y, por tanto, se requiere forzosamente, una prueba idónea de esa situación médica, para fijarle las consecuencias jurídicas que tiene.
AUDIENCIA PÚBLICA:

Pereira, hoy dos (2) de marzo de dos mil diecisiete (2017), siendo las nueve de la mañana (09:00 a.m.) reunidos en la Sala de Audiencia los magistrados de la Sala de Decisión Laboral No. 03 del Tribunal de Pereira, presidido por el ponente, declaran abierto el acto, el cual tiene por objeto decidir el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia del 11 de marzo de 2016 emitida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario adelantado por el señor Darío Antonio Hernández Arenas contra la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda y Protección S.A.
 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

TRASLADO EN ORDEN Y ADVERTENCIAS: .Se les concede el uso de la palabra a los apoderados de las partes, empezando por la de la demandante, para si a bien lo tienen, presenten sus alegatos, disponiendo cada uno de un término máximo de 8 minutos. 
Escuchadas las intervenciones anteriores, si las hubo, serán tenidas en cuenta en la decisión que: 

A continuación se profiere 
SENTENCIA

Como pedido principal, se depreca que se declare que la AFP Protección y las Juntas de Calificación demandadas actuaron ilegalmente al emitir los dictámenes 03 de agosto de 2011 y del 29 de marzo de 2012 y, en consecuencia, pide que se deje sin efectos los mismos y que se imponga a Protección S.A. el reconocimiento y pago de su pensión de invalidez, a partir del 18 de abril de 2012, calenda en que le fue negada la misma. En subsidio, previa declaratoria de ilegalidad y de dejar sin efecto las aludidas pericias, depreca que se ordene a la Junta Nacional de Calificación emitir un nuevo dictamen teniendo en cuenta los padecimientos degenerativos del actor, su edad, situación socioeconómica, grado de escolaridad y las características propias de su profesión y una vez emitido el nuevo dictamen, la Administradora Protección S.A. proceda a reconocer la prestación pensional desde el 18 de abril de 2012.

Como sustento de hecho de sus pedidos, relata que tiene 51 años de edad, que estudio hasta 5º de primaria, que siempre se ha dedicado a labores del campo, que en los últimos 10 años se ha desempeñado como cortero de caña en el municipio de La Virginia, que desde el mes de abril de 2006 está afiliado a ING Pensiones y Cesantías (hoy Protección); que desde el 14 de abril de 2008 consultò0 a la EPS por calambres en su brazo derecho, lo que le ha dificultado el cumplimiento de su labor, que posteriormente ha ido presentando problemas lumbares e inflamación en las articulaciones, que tales dolencias le fueron incapacitando desde el 22 de mayo de 2010 hasta la fecha, que los médicos de Coomeva EPS le han diagnosticado Artrosis Facetaría, denegación discal de columna vertebral y estado depresivo ansioso, que la aludida entidad de salud determinó que no había posibilidad de mejoría, por lo que se remitió al demandante a la AFP para que fuera calificada su pérdida de capacidad laboral, que el 10 de junio de 2011 la Compañía de Seguros Bolívar S.A. (como entidad aseguradora de la AFP convocada a juicio), calificó inicialmente la pérdida de capacidad laboral del actor con un 28.50%, que tal decisión fue impugnada y se remitió el asunto a la Junta Regional de Calificación, la que se dio el 03 de agosto de 2011 con un porcentaje de 36.39%, decisión que fue apelada ante la Junta Nacional y ratificada allí, que la Junta Nacional de Calificación de Invalidez profirió el dictamen sin valoración del trabajador, además apoyado en una historia clínica de 11 meses antigüedad, que las valoraciones de las Juntas se efectuaron sin practicarle estudios diagnósticos de Resonancia Nuclear Magnética, que las pericias se emitieron con apoyo en una gammagrafía ósea, valorada en la historia clínica el 23 de agosto de 2010 con una “coxoartrosis severa izquierda, artropia inflamatoria de pequeñas y grandes articulaciones especialmente en la columna lumbosacra y el esqueleto pélvico”, que en valoraciones posteriores del 06 de junio de 2012, con apoyo en estudio de resonancia nuclear magnética, se diagnostica Artrosis facetaria, degeneración discal de mayor importancia L3-L4 y L4-L5, se extiende a neuroforamenes donde contacta con los nervios, que los dictámenes de la Junta    se profirieron sin tener en cuenta estos aspectos; que en el dictamen se fijaron valores bajos en los ítems de disposición del cuerpo, descripción de discapacidades, destreza, locomoción, descripción de minusvalías-ocupacional, descripción de minusvalías – autosuficiencia económica, descripción de deficiencias, todos los cuales estima que tienen unos porcentajes inferiores a los que realmente se deben. 

Refiere que existen avances negativos de las enfermedades padecidas por el actor, que el 30 de diciembre de 2013 la EPS recomendó al empleador la reincorporación, la cual no fue aceptada por el empleador, atendiendo las labores desempeñadas, que desde el 18 de abril de 2012 no recibe salario ni auxilio por incapacidad.

Admitida la demanda se dio traslado a las entidades demandadas, las cuales allegaron contestación en los siguientes términos:

La Junta Regional de Calificación de Invalidez, por medio de su Secretario Técnico, allegó contestación aceptando los hechos alusivos a los dictámenes emitidos por la aseguradora, por esa Junta y por la Junta Nacional y el examen diagnóstico en que se apoyó el dictamen de la Junta. Frente a los restantes indica que no son ciertos o que no le constan. Se opone a las pretensiones de la demanda y formula como excepciones las que denomina “Legalidad en la calificación” y “Ausencia de error grave”.

La sociedad Protección S.A., por medio de profesional del derecho también acerca contestación, en la que indica que acepta la edad del demandante, la vinculación a esa AFP, él concepto desfavorable de rehabilitación emitido por la EPS, la valoración inicial dada por la aseguradora y los dictámenes rendidos por las Juntas de Calificación de Invalidez. Frente a los restantes indica que le son ajenos, que no le constan o que no son ciertos. Se opone a las pretensiones y excepciona de fondo “Inexistencia de la obligación, cobro de lo no debido, ausencia de derecho sustantivo y falta de causa en las pretensiones de la demanda”, Buena fe” y Prescripción”. A su vez llamó en garantía a Seguros Bolívar S.A., atendiendo la póliza existente entre ambas entidades para el cubrimiento de la suma adicional requerida para financiar una posible pensión de invalidez.

Finalmente, se pronunció la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, por medio de su secretario técnico, admitiendo como ciertos los hechos atinentes a la edad del demandante, su nivel de escolaridad, su ocupación y lugar de trabajo, el diagnostico dado por Coomeva EPS, la remisión a la AFP para proceder con el proceso de calificación, las valoraciones de la aseguradora y de las Juntas, la no valoración personal del trabajador, la emisión del dictamen con apoyo en la historia clínica de 11 meses tras –al momento del dictamen-, el resultado del examen diagnostico denominado gammagrafía ósea del 23 de agosto de 2010 y los valores dados a los diferentes ítems reseñados por el togado demandante. En cuanto a los demás hechos indica que no son ciertos, que son opiniones del demandante o que no le constan. Se opone a las pretensiones de la demanda y formula como excepciones de mérito las que denominó “Legalidad de la calificación dada por la Junta Nacional de Calificación”, “Improcedencia del petitum: Inexistencia de prueba idónea para controvertir el dictamen- carga de la prueba a cargo del contradictor”, “Variación de la condición clínica del paciente con posterioridad al dictamen de la Junta Nacional exime de responsabilidad a la entidad”, “Falta de legitimación por pasiva de la Junta Nacional de Calificación de invalidez: Inexistencia de pretensiones – competencia del Juez Laboral” y “Buena fe de la parte demandada”.

  II. SENTENCIA DEL JUZGADO

La Jueza de primer grado negó las pretensiones de la demanda, al encontrar que no existió error grave en las pericias rendidas por las Juntas, tal como lo determinó la prueba pericial rendida por otra Sala de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez. Igualmente encontró que, si bien las patologías que padece el demandante son progresivas, no se tiene prueba alguna de que tal circunstancia no fuera valorada por las Juntas al momento de rendir las experticias, antes bien, se observan debidamente incluidas y valoradas conforme al Manual del Calificación de Invalidez (Decreto 917 de 1999). Arguye además la falladora de primera instancia, que las pericias atacadas no pueden anularse por enfermedades posteriores o por involución de las enfermedades calificadas, pues estos aspectos deben incluirse en una nueva calificación.

Esta decisión no fue apelada, por lo que se dispuso el grado de consulta, al tenor del canon 69 del CPTSS.

III. CONSIDERACIONES

1. Del problema jurídico:
¿Existe error grave en los dictámenes expedidos por las Juntas Regional y Nacional de Calificación de Invalidez, que conlleve a su anulación?
2. Desenvolvimiento de la problemática planteada.

Se tiene que las Juntas de Calificación de Invalidez, junto con Colpensiones, las EPS, las ARL y las compañías de seguros que asuman los riesgos de invalidez y muerte, son las entidades que la Ley –art. 41 L. 100/93- determinó como las responsables de establecer, con fundamento en criterios técnicos, médicos y científicos, el porcentaje de pérdida de capacidad laboral, el origen de la misma y su fecha de estructuración. No obstante esa asignación legal, ninguna duda queda de que tales dictámenes pueden ser rebatidos judicialmente, como se establece con total claridad en el artículo 40 del Decreto 2463 de 2001. En ese entendido, es posible que –probatoriamente hablando- se puedan acreditar los dislates en que pudo haber incurrido una pericia, por cualquier medio probatorio, atendiendo que en los juicios laborales, al tenor del canon 51 del Estatuto Adjetivo Laboral y de la Seguridad Social, son admisibles todos los medios de prueba establecidos por la Ley. Esta norma, junto con el artículo 61 de la misma obra legal, indica que las partes tienen libertad probatoria, pudiendo acreditar sus sustentos fácticos, por el medio probatorio que les resulte más apropiado, teniendo como único límite los criterios de utilidad, conducencia y pertinencia de la prueba. 

No obstante lo anterior, no puede entenderse que todos los medios de prueba dispuestos por el legislador sirven para acreditar cualquier aspecto fáctico, pues existen asuntos que por su especialidad, su especificidad y su carácter técnico, requieren de un medio probatorio acorde a los mismos.

Y uno de tales temas es, sin duda, la anulación de un dictamen de calificación de invalidez, asunto que ostenta un carácter técnico y que requiere de conocimientos especializados en varias áreas, -derecho, medicina, psicología, entre otras-. Por tanto, lo que se estima pertinente en estos casos, es la obtención de una nueva valoración que –preferiblemente- debe ser rendida por un grupo de expertos que tengan similar idoneidad a los integrantes de la Junta accionada, ello con el fin de garantizar que se mantenga en un espacio eminentemente técnico, la discusión sobre la existencia de un yerro. 

Lo anterior, obviamente, no le da a esta prueba el carácter de solemne, pues de todas maneras sigue el Juez manteniendo la posibilidad de formar libremente su convencimiento con apoyo en los medios de convicción, distintos al enunciado, que hubieren sido aportados al infolio de manera legal y oportuna.
 Entre las opciones para obtener la prueba, está la de que la misma entidad, en otra de sus salas, rinda la experticia. Y esta opción se considera perfectamente válida, amén que se trata de un cuerpo con los especialistas necesarios para rendir el dictamen, que cumplen su función atenidos al mandato legal y es diferente a la sala que rindió el dictamen, lo que garantizaría la imparcialidad de su pericia, pero además, es el juzgador el que, en últimas, determine si existe sesgo en la entidad que actúa como perito o si bien, observa que su dictamen se ciñe a los rigores de su ciencia. No puede descalificarse la pericia únicamente porque no sale favorable o avante a las pretensiones de la parte actora, o porque la rindió la misma entidad demandada, en otra de sus salas. La prueba pericial únicamente puede demeritarse cuando se evidencie la existencia de un error grave en ella y, mientras tal situación no aparezca en el proceso, el dictamen mantendrá su validez y podrá ser sometido al escrutinio del Juez, pudiendo este aceptarla o no, conforme a lo referido en el canon 61 del CPTSS.
Ahora, entrando a analizar los aspectos puntuales de la calificación, debe decirse que, al momento de evaluar cada caso, las Juntas se apoyan en el historial médico aportado por la AFP, por la EPS, por la ARL y por el mismo calificado, documentación esta que está compuesta por exámenes, atenciones médicas, resultados de pruebas de laboratorio, diagnósticos y demás servicios elementos médicos, que relatan, de manera contundente, los padecimientos del calificado. Esos padecimientos, como es apenas natural y obvio, deben ser preexistentes a la valoración que hagan las entidades encargadas, pues sería absurdo pedirle que haga una calificación partiendo de supuestos, posibles involuciones, enfermedades nuevas y demás, dado que son aspectos futuros e inciertos. La valoración –pues- se debe hacer sobre situaciones médicas concretadas, esto es, debidamente diagnosticadas por los profesionales de la medicina.

Y ya verificando cada uno de los ítems que compone la calificación que hacen las Juntas, esto es, los aspectos que se tienen en cuenta como discapacidad, descripción de minusvalía y descripción de deficiencias y sus respectivos sub-items, es indispensable que cuando se atacan pidiendo su fijación en valores mayores, se acredite tal situación con apoyo en prueba científica, que permita verificar sin ambages, que efectivamente el valor de ese ítem debió ser mayor al impuesto por la entidad, pues no vale solo con enfilar el ataque a dichos ítems, alegando que se debió fijar un valor más alto –basado en suposiciones imperitas-, sino que se debe tener una prueba suficiente que así lo determine. Esta exigencia puntual se hace, dado que este campo es ajeno al derecho y, por tanto, se requiere forzosamente, una prueba idónea de esa situación médica, para fijarle las consecuencias jurídicas que tiene.

Pues bien,- aterrizando esas breves consideraciones al caso puntual, se tiene que las pruebas obrantes en el infolio, no permiten colegir la existencia de un yerro en los dictámenes atacados, pues lo que se evidencia más bien es que, al momento de la calificación, el porcentaje fijado, era el que correspondía a la situación médica del señor Hernández Arenas. Tal conclusión se extracta con precisión de la pericia rendida, dentro del marco del proceso, por la Sala Segunda de Decisiones de la Junta Nacional de Calificación de la Invalidez –fls. 650 y ss.- en la que luego de valorar al paciente y verificar el dictamen previamente emitido, así como la historia clínica y exámenes diagnósticos, se concluye que la pericia inicial no incurrió en error alguno, sino que la valoración se dio en el marco de lo normado en el manual de calificación aplicable al caso. 

Ahora, en lo tocante a los padecimientos nuevos del actor y la involución de las dolencias inicialmente calificadas, como ya se dijo líneas tras, no pueden servir de base para anular los dictámenes, amén que se trata de situaciones médicas diagnosticadas con posterioridad al dictamen inicial, por lo que mal se podría exigir a las entidades calificadoras, que las tuvieran en cuenta, cuando en realidad de verdad, no estaban sustentadas medicamente para aquel momento. Las mismas, junto con los padecimientos antes calificados, deberán ser objeto de un nuevo proceso valorativo. 

Por lo tanto, se observa atino en la decisión de primera instancia, debiendo ser confirmada.

Sin costas en esta instancia por conocerse en consulta. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA
1. Confirma la sentencia proferida el once (11) de marzo de 2016 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito dentro del proceso ordinario laboral de la referencia. 

2. Costas a cargo del demandante y a favor de los demandados.
NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.
Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
PAGE  
10

